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II. ReGíMENES DE comercio Y DE inversiones

1) Marco general

1. La República Democrática del Congo (RDC) ha pasado por crisis políticas desde su independencia, el 30 de junio de 1960.  Para lograr su estabilidad, el 4 de abril de 2003 el país adoptó una Constitución de transición.
  El Jefe de Estado tomó posesión de su cargo con carácter provisional el 7 de abril y en junio de 2003 se formó un gobierno transitorio de unidad nacional con el objetivo de reducir la corrupción y de rehabilitar las infraestructuras del país.  Asimismo, debería reformar las instituciones gubernamentales y las empresas públicas y organizar la celebración de las primeras elecciones democráticas en un plazo de dos años.

2. De conformidad con la Constitución de la Tercera República, promulgada el 18 de febrero de 2006 por el Presidente interino
, la RDC es un Estado de derecho, independiente, soberano, unido e indivisible, social, democrático y laico.  La Constitución consagra un Estado unitario y fuertemente descentralizado, autoriza el pluripartidismo y prohíbe la vuelta a un partido único, limitando al mismo tiempo los poderes del Presidente.  Actualmente, una comisión gubernamental estaría estudiando la revisión de la Constitución.  Las primeras elecciones democráticas tuvieron lugar en 2006.

3. De conformidad con la Constitución, el Presidente de la República es elegido por sufragio universal directo (por mayoría absoluta de los votos emitidos) con un mandato de cinco años renovable una vez.  El Presidente es el Jefe del Estado y, con el Gobierno, ostenta el poder ejecutivo.  Negocia y ratifica los tratados y acuerdos internacionales y garantiza su respeto.  Promulga las leyes y puede tomar decisiones mediante ordenanzas.  El Presidente nombra al Primer Ministro salido de la mayoría parlamentaria y, a propuesta de éste, a los demás miembros del Gobierno.  Mediante ordenanza, inviste de sus poderes a los gobernadores y vicegobernadores provinciales elegidos.

4. El Primer Ministro adopta decisiones por decreto.  Cada Ministro es responsable de la elaboración de las leyes en su ámbito específico.  El Ministerio de Comercio formula las orientaciones generales y sectoriales de la política comercial.  Los ministerios encargados de las finanzas (a través de las cuestiones aduaneras, fiscales y parafiscales) y de las políticas sectoriales (en materia de agricultura, energía, minas y servicios, entre otras) también intervienen en la formulación de la política comercial.  La coordinación en el seno del Comité de Facilitación del Comercio Exterior corre a cargo del ministerio responsable del comercio exterior.  La actual organización ministerial data de la remodelación efectuada el 19 de febrero de 2010.

5. Ejerce el poder legislativo un Parlamento de dos Cámaras:  la Asamblea Nacional (Cámara Alta) y el Senado (Cámara Baja).  El Parlamento vota las leyes y controla al Gobierno, así como a las empresas, establecimientos y servicios públicos.  La Asamblea Nacional tiene 500 miembros, elegidos en sufragio universal directo por un mandato de cinco años, y son reelegibles.  El Senado cuenta 108 escaños.  Los senadores son elegidos por las asambleas provinciales por un mandato de cinco años, y son reelegibles.
6. Mediante proyectos de ley, cada ministerio inicia las políticas gubernamentales en su ámbito de competencia.  Una vez adoptados por el Gobierno en Consejo de Ministros, los proyectos de ley se envían a una de las Cámaras.  Las proposiciones de ley pueden ser devueltas al Gobierno para las modificaciones que procedan, antes de someterlas a deliberación en el Parlamento.  Todo proyecto o proposición de ley es examinado sucesivamente por las dos Cámaras.  Una vez adoptada, la Ley se transmite al Presidente de la República para su promulgación.  Idéntico procedimiento se aplica en lo tocante a las leyes relacionadas con las finanzas.  Sin embargo, las enmiendas o proposiciones de ley hechas por las dos Cámaras no pueden entrañar ni una disminución de los recursos públicos ni una creación o un agravamiento de los gastos públicos (salvo si éstos se acompañan de propuestas que permitan ingresos o economías que se correspondan con ellos).

7. La Constitución tiene primacía sobre todos los demás instrumentos jurídicos nacionales.  Después le siguen, por orden, los elementos del bloque legislativo, a saber, las leyes (orgánicas y ordinarias), la ordenanza-ley y el edicto o ley provincial;  a continuación los elementos del bloque reglamentario, a saber, la ordenanza, el decreto, el reglamento interno, la orden, el reglamento administrativo, la circular, la instrucción, la directiva y la decisión;  y por último, las costumbres.  Los tratados y acuerdos internacionales los firma el Presidente o, por delegación de sus poderes, un Ministro;  una vez firmados, deben someterse a la ratificación del Parlamento.  La Constitución instaura un régimen monista que reafirma la superioridad de los instrumentos internacionales sobre los textos jurídicos congoleños, a reserva de su aplicación recíproca por las partes en los mismos.
  Está en marcha la actualización de los instrumentos jurídicos nacionales, sobre todo en los ámbitos relacionados con el comercio (cuadro II.1).

Cuadro II.1

Principales textos legislativos en materia de comercio e inversiones

	Texto de ley
	Fecha de aplicación

	Comercio
	

	Ley Nº 73-009 reguladora de la actividad comercial
	5 de enero de 1973

	Ley Nº 74-014
	10 de julio de 1974

	Ordenanza-Ley Nº 80-010
	30 de julio de 1980

	Oficina Congoleña de Control
	

	Ordenanza-Ley Nº 74-013
	10 de julio de 1974

	Decreto Nº 09/42 sobre el estatuto de la Oficina Congoleña de Control (OCC)
	3 de diciembre de 2009

	Aduanas
	

	Ley Nº 009/13 sobre la valoración en aduana de las mercancías
	18 de marzo de 2003

	Código de Aduanas
	28 de febrero de 2010

	Fiscalidad
	

	Decreto-Ley Nº 086 sobre el régimen fiscal de las PYME
	10 de julio de 1998

	Código tributario
	30 de septiembre de 2003

	Decreto Nº 04/099 por el que se modifica y completa el Decreto Nº 017/2003 de 2 de marzo de 2003 por el que se crea la Dirección General de Impuestos
	30 de diciembre de 2004

	Derecho mercantil
	

	Ley Nº 73/009 relativa al comercio
	5 de enero de 1973

	Ordenanza Nº 79-025 relativa al nuevo régimen de comercio
	7 de febrero de 1979

	Ordenanza Nº 73-236 por la que se instaura el número de identificación fiscal nacional
	13 de agosto de 1973

	Ordenanza-Ley Nº 79-021sobre la reglamentación del comercio minorista
	2 de agosto de 1979

	Ordenanza-Ley Nº 86-033 sobre la protección del derecho de autor y derechos conexos
	5 de abril de 1986

	Ley Nº 82-001 sobre la propiedad industrial
	7 de enero de 1982

	Ley Nº 002/2001 sobre los tribunales de comercio
	3 de julio de 2001

	Derecho social
	

	Ley Nº 015/2002 sobre el código de trabajo
	16 de octubre de 2002

	Ley Nº 016/2002 sobre la creación, organización y funcionamiento de los tribunales de trabajo
	16 de octubre de 2002

	Inversiones
	

	Ley Nº 004/2002 sobre el código de inversiones

Ley Nº 10/010 sobre la contratación pública
	21 de febrero de 2002

27 de abril de 2010

	Decreto Nº 065/2002 sobre el reglamento, la organización y las modalidades de funcionamiento de la Agencia Nacional de Promoción de las Inversiones (ANAPI)
	5 de junio de 2002

	Minas e hidrocarburos
	

	Ordenanza-Ley Nº 81-013 relativa a la legislación general de las minas y los hidrocarburos
	2 de abril de 1981

	Ley Nº 007/2002 sobre el código minero
	11 de julio de 2002

	Decreto Nº 038/2003 sobre el reglamento minero
	26 de marzo de 2003

	Ley Nº 08/001 de derogación de la Ley Nº 86-007 de 27 de diciembre de 1986 sobre la estancia y la circulación de los extranjeros en las zonas mineras
	26 de marzo de 2008

	Bosques
	

	Ley Nº 011/2002 sobre el código forestal
	29 de agosto de 2002

	Decreto Nº 08/09 por el que se establece el procedimiento de atribución de las concesiones
	8 de abril de 2008

	Decreto Nº 08/08 por el que se establece el procedimiento de clasificación y desclasificación de bosques
	8 de abril de 2008

	Orden Ministerial Nº 011/CAB/MIN/ECN-EF/2007 relativa a la reglamentación de la autorización de tala forestal industrial de madera para la construcción y a las autorizaciones para la compra, venta y exportación de esa madera
	12 de abril de 2007

	Telecomunicaciones
	

	Ley marco Nº 013/2002 sobre las telecomunicaciones en la RDC
	16 de octubre de 2002

	Legislación bancaria/cambiaria
	

	Reglamentación cambiaria dictada por el BCC
	2003

	Decreto-Ley Nº 004 sobre las operaciones en moneda nacional y extranjera en la RDC
	31 de enero de 2001

	Ley Nº 022/2002 sobre el régimen especial de reestructuración de las instituciones de crédito
	30 de octubre de 2002

	Empresas públicas
	

	Ley Nº 08/007 sobre las disposiciones generales relativas a la transformación de las empresas públicas
	7 de julio de 2008

	Ley Nº 08/008 sobre las disposiciones generales relativas a la desinversión del Estado en las empresas de cartera
	7 de julio de 2008

	Ley Nº 08/009 sobre las disposiciones generales aplicables a los establecimientos públicos
	7 de julio de 2008

	Ley Nº 08/010 sobre las normas relativas a la organización y a la gestión de la cartera del Estado
	7 de julio de 2008


Fuente:
Información proporcionada por las autoridades de la República Democrática del Congo.
8. La Constitución prevé la separación de los poderes judicial, legislativo y ejecutivo.
  El poder judicial corresponde a los siguientes tribunales:  El Tribunal Constitucional, el Tribunal de Casación, el Consejo de Estado, el Alto Tribunal Militar y los tribunales.  La Ley establece el estatuto de la magistratura.
  El Presidente nombra y destituye a los magistrados mediante ordenanza, a propuesta del Consejo Superior de la Magistratura, que es el órgano gestor del poder judicial.
  El Tribunal Constitucional se pronuncia sobre la constitucionalidad de las leyes y de los actos que tienen fuerza de ley.  Es la jurisdicción penal del Jefe del Estado y del Primer Ministro.  A la espera de la instauración del Tribunal Constitucional, el Tribunal Supremo de Justicia es el que cumple esta función.  El 7 de noviembre de 2009 se adoptó un proyecto de ley sobre la organización y el funcionamiento del Tribunal Constitucional.  Los tribunales de comercio, creados en 2001
, dependen de los tribunales de alta instancia y entienden de los litigios relacionados con el comercio (como impugnaciones o quiebras) en materia de derecho privado, así como de las infracciones a la legislación económica y comercial en materia de derecho penal.  Fuera de Kinshasa, que dispone de un tribunal de comercio, en las demás provincias los tribunales ordinarios se ocupan de las cuestiones relacionadas con el comercio.
9. El Consejo Económico y Social tiene por misión emitir opiniones consultivas sobre las cuestiones económicas y sociales que le plantean el Presidente de la República, la Asamblea Nacional, el Senado o el Gobierno.  Una vez establecido, debería proporcionar un marco de concertación con los interlocutores para el desarrollo, a saber, los sindicatos, la sociedad civil y el sector privado.

10. La RDC debería estar organizada administrativamente en 25 provincias más la ciudad de Kinshasa (cuyo estatuto es el de provincia).
  Kinshasa es la capital del país y la sede de las instituciones nacionales.  Esta división debería entrar en vigor a los 36 meses de la instauración efectiva de las instituciones políticas.
  Sin embargo, el país sigue estando constituido por 11 provincias y la nueva división aún no se ha hecho efectiva.

11. Las provincias y las entidades territoriales descentralizadas (ETD) deberían estar dotadas de personalidad jurídica y administradas por los órganos locales.
  Estas ETD, que son las ciudades, los municipios, los sectores y los territorios de los jefes, disfrutan de la libre administración y la gestión autónoma de sus recursos económicos, humanos, financieros y técnicos.  La composición, la organización y el funcionamiento de estas ETD, así como sus relaciones con el Estado y las provincias, deben fijarse mediante una ley orgánica, todavía sin votar.  Sin embargo, esta división prevista adolece de la falta de un marco jurídico apropiado y de leyes marco sectoriales adaptadas a una gestión descentralizada.

12. La Asamblea Provincial es el órgano deliberante de la provincia y controla al Gobierno provincial así como los servicios públicos provinciales.  Las provincias no intervienen en la reglamentación ni la elaboración de la política comercial, pero tienen ciertas competencias en materia de derechos reales y mineros, ordenación del territorio y régimen hídrico y forestal.

2) Objetivos de política

13. La política económica tiene por objetivo conseguir un desarrollo duradero y más equitativo que permita reducir el nivel de pobreza y mejorar las condiciones de vida de la población.  El Documento de estrategia de crecimiento y lucha contra la pobreza (DECLP), elaborado en julio de 2006, señala al sector privado y al comercio como sectores determinantes para consolidar el crecimiento económico.
  Estos sectores en particular adolecen de debilidades en el plano jurídico.  Las normas aplicables a la actividad económica están dispersas y son poco accesibles y a menudo arcaicas.  El derecho de sociedades está obsoleto.  El relativo a las quiebras está sobrepasado y no favorece la salvación de las empresas en dificultades.  Lo mismo sucede con el derecho mercantil en general, por ejemplo en lo que respecta al ámbito del arrendamiento comercial, que no está reglamentado, o al registro de actividades comerciales, que sigue estando insuficientemente organizado.

14. El segundo Programa económico del Gobierno (PEG2)
 define las actuaciones a llevar a cabo integrando en él las "cinco grandes realizaciones para la RDC"
 definidas por el Presidente.  Tiene como objetivos principales la mejora de la gobernanza y la lucha contra la corrupción.  La simplificación y la agilización de los procedimientos administrativos deberían imprimir más flexibilidad al sistema.  La modernización y la racionalización del marco legislativo deberían hacer su aportación al entorno empresarial, lo que sigue siendo uno de los objetivos primordiales.
  La RDC ha alcanzado el punto de culminación de la Iniciativa para los Países Pobres muy Endeudados (PPME) y se ha beneficiado de una reducción de su deuda exterior de 10.200 millones de dólares EE.UU., deuda que se elevaba a 12.300 millones de dólares EE.UU. (capítulo I).  A fin de sostener el desarrollo, la acción gubernamental prevé una mejor integración del país en el sistema de comercio internacional.  Las autoridades desean reforzar la cooperación regional así como la participación en las organizaciones internacionales y regionales de las que es miembro la RDC.

15. Uno de los objetivos de la política comercial consiste en reducir las importaciones de productos alimenticios mediante la producción local de esos productos, es decir, el desarrollo y la mecanización del sector agrícola.  Según las autoridades, no existe todavía una estructura para el desarrollo de las exportaciones.  Habilitando un dispositivo coherente que sostenga al sector se podría valorizar la oferta nacional y orientar las actuaciones hacia la diversificación de los interlocutores comerciales.
  Los otros ejes de la política comercial son la diversificación de los productos de exportación hacia productos manufacturados de mayor valor añadido y también la consolidación de la posición de la RDC en los mercados tradicionales.  Se prevé que el estudio de diagnóstico sobre la integración comercial (EDIC)
 permita precisar las prioridades en lo relativo al comercio.
3) Acuerdos y arreglos comerciales

i) Organización Mundial del Comercio

16. La RDC es miembro inicial de la OMC desde el 1º de enero de 1997
, tras haber aplicado el GATT desde el 11 de septiembre de 1971.  El país concede, como mínimo, el trato de la nación más favorecida (NMF) a todos sus interlocutores comerciales.  La RDC no ha suscrito ningún acuerdo plurilateral negociado en el marco de la OMC.  Tiene la condición de observador en el Comité del Acuerdo sobre Contratación Pública.

17. Las concesiones hechas por la RDC durante la Ronda Uruguay figuran en la Lista LXVIII en lo que se refiere a las consolidaciones arancelarias (capítulo III x)) y en el documento GATS/SC/103 en cuanto a los compromisos específicos contraídos en el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) (capítulo IV x)).  La RDC no participó en las negociaciones de la OMC sobre las telecomunicaciones básicas ni sobre los servicios financieros.  En el marco de la Ronda de Doha, es miembro de los grupos de negociación de los países ACP, el G-90 y los países menos adelantados (PMA).  Como PMA, la RDC se ha acogido a los períodos de transición para aplicar varias disposiciones de diversos Acuerdos de la OMC, como el Acuerdo sobre Valoración en Aduana, el Acuerdo sobre los ADPIC y el Acuerdo sobre Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación.

18. La RDC ha tenido algunas dificultades en lo que respecta a las notificaciones a la OMC;  entre 2004 y abril de 2010, sólo ha presentado ocho notificaciones o comunicaciones, referidas a los procedimientos para el trámite de licencias de importación
, los obstáculos técnicos al comercio
, las normas de origen preferenciales
, las restricciones cuantitativas
, la inspección previa a la expedición
 y las medidas antidumping.

19. Las posiciones específicas de la RDC en el marco de la OMC se han centrado sobre todo en el acceso a los mercados, el trato especial y diferenciado, la agricultura y la asistencia técnica.
  La RDC considera, en lo relativo al acceso a los mercados, que el trato especial y diferenciado permite sostener la reactivación de la producción de los PMA con el fin de reforzar y diversificar su capacidad de producción y sus infraestructuras.  Atribuye un lugar importante a las negociaciones agrícolas, en concreto al acceso a los mercados para sus exportaciones mediante el mantenimiento del trato especial y diferenciado, así como al establecimiento de medidas para compensar las fluctuaciones de los precios mundiales de los productos básicos.  La RDC desea una asistencia técnica especializada y apropiada, entre otras cosas para la aplicación de las normas e instrumentos jurídicos internacionales.

20. La RDC no ha intervenido en ninguna controversia en el marco del mecanismo de solución de diferencias de la OMC como demandante o demandado, ni tampoco en calidad de tercero.

ii) Acuerdos regionales y bilaterales

a)
Unión Africana
21. La RDC es miembro fundador de la Unión Africana, que sucedió a la Organización de la Unidad Africana (OUA), desde el 9 de julio de 2002.
  La Unión Africana pretende convertirse, con el tiempo, en una unión económica y política.  Sus instituciones comprenden la Conferencia de Jefes de Estado y de Gobierno (órgano de decisión), el Consejo de Ministros (órgano ejecutivo), el Parlamento Panafricano (órgano consultivo), la Comisión (integrada por ocho comisarios, cada uno de ellos encargado de una cartera específica) y el Consejo de Paz y Seguridad.  La Unión Africana comprenderá también un Banco Central, un Fondo Monetario, el Banco Africano de Inversiones, el Tribunal de Justicia, el Consejo Económico, Social y Cultural (cuyos estatutos ya están elaborados) y varios comités técnicos especializados.

22. Fundada en junio de 1991, la Comunidad Económica Africana (CEA), prevista por el Tratado de Abuja, es hoy una institución de la Unión Africana que tiene la finalidad de crear una unión aduanera y monetaria africana en seis etapas, la última de las cuales debería alcanzarse en 2028.  Este proceso de integración gradual consiste en primer lugar en el establecimiento de uniones aduaneras regionales (en 2017), de una unión aduanera continental (en 2019), y de un mercado común africano (en 2023).  Sin embargo, la CEA encuentra varias dificultades, entre ellas insuficiencias institucionales y presupuestarias, y un escaso compromiso de los Estados.

23. La Nueva Alianza para el Desarrollo de África (NEPAD) es un programa de desarrollo económico de la Unión Africana, si bien dispone de su propia Secretaría con sede en Sudáfrica.  Se originó en 2001 como resultado de la fusión de otros dos planes propuestos para África:  El Plan Omega y el Plan del Milenio Africano (Plan MAP).  La NEPAD es administrada por la Comunidad Económica de los Estados del África Central (CEEAC) en la subregión del África Central (sección b) infra).  El sector privado y la promoción de las inversiones ocupan el lugar central del proyecto, que comporta asimismo objetivos de integración comercial y mejora del acceso a los mercados de los países desarrollados.

24. Para responder a los objetivos definidos por la Unión Africana y la NEPAD, a mediados de 2006 la Comisión Europea puso en marcha una Asociación UE-África en materia de infraestructuras.  El décimo Fondo Europeo de Desarrollo (FED), que abarca el período 2008-2013, se consagra a las esferas del transporte terrestre, la energía, el agua, las tecnologías de la información y las redes de telecomunicaciones.
  Una parte importante del presupuesto se destina a los programas regionales.

b)
Comunidad Económica de los Estados del África Central (CEEAC)
25. La RDC es miembro fundador de la CEEAC, creada en virtud de un tratado firmado en Libreville en octubre de 1983.
  La función principal de la CEEAC es conducir el proceso de cooperación e integración física, económica y monetaria del África Central.  Las instituciones de la CEAAC comprenden la Conferencia de Jefes de Estado y de Gobierno, el Consejo de Ministros, la Secretaría General, la Comisión Consultiva, comités técnicos especializados y el Tribunal de Justicia, que por ahora no está en funcionamiento.  La CEEAC comprende igualmente un organismo especializado en materia energética -el Consorcio de la Energía del África Central (PEAC), creado el 2 de abril de 2003- destinado a instituir un foro subregional sobre la solución de los problemas de la energía, y a crear un mercado de energía eléctrica.

26. Tras un período de inactividad, que obedeció especialmente a los numerosos conflictos que hubo en la región, la CEEAC constituye actualmente uno de los pilares de la CEA.  Debido a estos conflictos, a las misiones tradicionales de la CEEAC se añadieron las de promover la paz, la seguridad y la estabilidad en el África Central.

27. Los países miembros de la CEEAC adoptaron un plan de desarme de los aranceles aplicados a los intercambios intracomunitarios con la aplicación del Arancel Preferencial, que en principio debía entrar en vigor el 1º de julio de 2004.
  De conformidad con el calendario de los acuerdos de asociación económica con la UE, la creación de la zona de libre comercio debería hacerse efectiva el 31 de diciembre de 2007, pero hasta la fecha no ha sido así.

c)
El Mercado Común del África Oriental y Meridional (COMESA)
28. La RDC es miembro fundador del COMESA
, cuya finalidad es promover el desarrollo económico y social sostenible para el conjunto de sus países miembros mediante el refuerzo de su cooperación para llegar a la integración regional, especialmente en los sectores del comercio, las aduanas, las infraestructuras (del transporte y las comunicaciones), la ciencia y la tecnología, así como en los ámbitos de la agricultura y de los recursos naturales.

29. Los objetivos principales del COMESA comprenden la creación de una zona de libre comercio;  el establecimiento de una unión aduanera;  la libre circulación de capitales e inversiones, gracias a la adopción de una zona común de inversiones;  el establecimiento gradual de una unión de pagos basada en la Cámara de Compensación del COMESA que culmine con el establecimiento de una unión monetaria;  y la adopción de acuerdos comunes de visados que culminen en la libre circulación de personas.
  El COMESA fue notificado a la OMC en virtud de la Cláusula de Habilitación.

30. La zona de libre comercio del COMESA se puso en marcha en octubre de 2000 con la participación de nueve Estados tras 16 años de reducción gradual de aranceles al comercio intracomunitario.
  En noviembre de 2007 participaban en la zona de libre comercio 13 países;  otros Estados miembros habían hecho reducciones arancelarias de entre el 10 y el 80 por ciento.  La zona de libre comercio debe constituir una etapa hacia el establecimiento de la Unión Aduanera.
31. El COMESA coopera con otras organizaciones regionales para liberalizar el comercio.  Junto con la Comunidad del África Oriental (CAO) y la Comunidad para el Desarrollo del África Meridional (SADC), se constituyó un grupo de trabajo con el fin de armonizar sus programas de liberalización del comercio.

32. El Tratado del COMESA también prevé medidas comerciales correctivas.  En noviembre de 2001 se adoptó el Reglamento de Medidas Comerciales Correctivas, y en 2003 se adoptaron las normas, el reglamento y los procedimientos armonizados del COMESA sobre contratación pública.  Se han adoptado normas específicas para regular la competencia en el transporte aéreo.

33. Se está poniendo en práctica un programa de armonización monetaria, que consta de cuatro etapas comenzando en 1992.  La última etapa debería conducir a:  la creación, en 2018, de una verdadera unión monetaria en la que habrá tipos de cambio fijos e inmutables o una moneda única;  la armonización total de las políticas económicas, presupuestarias y monetarias de los Estados miembros;  la integración total de la estructura financiera;  el mantenimiento de reservas de divisas en común;  y el establecimiento de una autoridad monetaria común.

34. La organización del COMESA para la adopción de decisiones comprende la Autoridad de Jefes de Estado y de Gobierno (el órgano normativo supremo), el Consejo de Ministros, las Reuniones Ministeriales sectoriales, el Comité de Gobernadores de Bancos Centrales, los Comités Técnicos y la Secretaría.  También se ha establecido un Comité Consultivo de la Comunidad Empresarial y otros Grupos de Interés.

35. Además, se han establecido varias instituciones especializadas para ayudar a los miembros del COMESA en su desarrollo.  El Banco de Comercio y Desarrollo del África Oriental y Meridional (Banco PTA) financia el comercio y los proyectos de los inversores públicos y privados que tengan su domicilio en un Estado miembro del Banco.
  La Agencia Africana de Seguros del Comercio (ATI), inaugurada en agosto de 2001, tiene por finalidad ofrecer garantías a los inversores contra el riesgo político.
  El Tribunal de Justicia del COMESA, en funciones desde 1998, juzga y arbitra, entre otras cosas, las prácticas comerciales desleales y la interpretación de los textos legislativos regionales, y vela por que los Estados miembros apliquen las decisiones acordadas y las cumplan.

36. La Cámara de Compensación del COMESA, creada para facilitar las transacciones intrarregionales en bienes y servicios, ya no funciona desde 1997.  No obstante, se está elaborando un nuevo sistema regional de pagos y compensaciones, sistema que permitiría usar las monedas locales en el comercio interno del COMESA.

37. Con el fin de atraer inversiones, en 1998 se puso en marcha la Zona Común de Inversiones del COMESA.  Para poner en funcionamiento la Zona, en 1999 se decidió establecer una Agencia Regional de Inversiones, que se puso en marcha oficialmente en junio de 2006.  Se espera que la Zona esté en pleno funcionamiento para 2010, lo que garantizará que en el interior de la comunidad se dé el trato nacional a los inversores del COMESA;  para 2015 debería otorgarse un trato similar a los inversores no pertenecientes al COMESA.

38. El Protocolo sobre libre circulación de las personas, la mano de obra y los servicios así como los derechos de establecimiento y residencia, se pondrá en marcha escalonadamente.  Sin embargo, en noviembre de 2007 sólo lo habían suscrito cuatro Estados miembros (Burundi, Kenya, Rwanda y Zimbabwe).

d)
Comunidad de Desarrollo del África Meridional (SADC)
39. La RDC se adhirió a la SADC en 1997.  El objetivo del Tratado de la SADC es facilitar el desarrollo y crecimiento económico equilibrados, la estabilidad política y la seguridad de todos sus miembros.
  El Tratado prevé varios protocolos para esferas específicas, tales como el comercio, las finanzas, la industria, la agricultura, el transporte y las inversiones.  Los protocolos son vinculantes solamente para los Estados miembros que son parte en ellos.

40. El Protocolo Comercial de la SADC entró en vigor el 25 de enero de 2000 tras su ratificación por 12 miembros.
  Su objetivo es establecer gradualmente una zona de libre comercio.
  Para alcanzarlo, los productos se han agrupado en tres categorías principales.  Los productos de la categoría A (en su mayor parte equipos y bienes de capital) se liberalizaron el primer año;  los productos de la categoría B (mercancías que son fuentes importantes de ingresos aduaneros) se fueron liberalizando gradualmente hasta 2008
;  y los productos de la categoría C (los productos que se consideran sensibles), que no pueden superar el 15 por ciento del total del comercio de mercancías de cada miembro, deberán liberalizarse para 2012.  Además, una cuarta categoría de productos engloba los productos a los que no puede otorgarse trato preferencial en virtud de las excepciones generales y de seguridad permitidas por el Protocolo.  Se espera que esta categoría constituya un limitado número de productos, de modo que para 2010 cerca del 98 por ciento del comercio interior de mercancías de la SADC estará sujeto a arancel cero.  Las ofertas de reducción gradual (en el contexto de las categorías B y C) difieren de un país a otro, y los Estados miembros más desarrollados liberalizan más rápidamente que sus interlocutores menos desarrollados.  La Zona de Libre Comercio de la SADC ha sido notificada a la OMC.
  La RDC aún no se ha adherido a este proceso.

41. En el Protocolo Comercial también se han identificado varias medidas no arancelarias que deben eliminarse, tales como los contingentes de importación, los trámites aduaneros engorrosos y las subvenciones a la exportación.  Se adoptó un mecanismo encaminado a vigilar, notificar y eliminar los obstáculos no arancelarios.

42. El 31 de marzo de 2000 se aprobó un proyecto de reglamento sobre asistencia mutua y cooperación en asuntos aduaneros.
  El Subcomité de Cooperación Aduanera y Facilitación del Comercio de la SADC celebró debates sobre documentación aduanera (los modelos de declaración de entrada y de certificado de origen), y controla la eliminación de obstáculos no arancelarios mediante el establecimiento de sistemas para la validación electrónica de los certificados de origen.

43. El Protocolo de Desarrollo del Turismo de la SADC, firmado en 1998, entró en vigor el 26 de noviembre de 2002.  Su finalidad es velar por un desarrollo equitativo, equilibrado y complementario del sector del turismo en la región;  utilizar lo mejor posible los recursos mediante el desarrollo conjunto de infraestructuras;  hacer participar a las pequeñas empresas y las microempresas, a las comunidades locales y a las mujeres y los jóvenes;  y facilitar los viajes dentro de la región aliviando las restricciones a los visados.  El Protocolo también contiene una disposición que contempla establecer un organismo regional a fin de comercializar la región como destino para el turismo colectivo.  En consecuencia, en 1998 se estableció la Organización Regional del Turismo para el África Meridional (RETOSA), cuya financiación corresponde en parte al sector privado.

44. El Tratado de la SADC contempla un tribunal que dirima las diferencias de los miembros derivadas de la interpretación o la aplicación del Tratado, así como de la interpretación, aplicación o validez de los Protocolos u otros instrumentos subsidiarios.
  Su composición, facultades, funciones, procedimientos y otros asuntos conexos se prescriben en el Protocolo sobre el Tribunal y en el Reglamento.  Los Miembros del Tribunal juraron sus cargos el 18 de noviembre de 2005.  El Tribunal tiene su sede en Windhoek (Namibia) y en la actualidad funciona con un presupuesto provisional.

45. La SADC se propone también liberalizar el comercio de servicios, pero las negociaciones aún no han comenzado.  No obstante, el programa de la SADC sobre el comercio de servicios se está aplicando mediante un proyecto denominado Apoyo a la Integración Regional de la SADC y al Sistema Multilateral de Comercio, financiado por las CE, la UNCTAD y la Secretaría de la SADC.

46. Los principales órganos de la SADC son la Cumbre (que comprende los Jefes de Estado o de Gobierno), el Órgano de Políticas, Defensa y Seguridad, el Consejo de Ministros, el Tribunal, los Comités Nacionales de la SADC y la Secretaría.

e)
La Comunidad Económica de los Países de los Grandes Lagos (CEPGL)
47. La Comunidad Económica de los Países de los Grandes Lagos se creó en 1975 y está integrada por Burundi, la República Democrática del Congo y Rwanda.  Tras su creación, se establecieron instituciones comunes, en particular un banco común, un instituto de investigaciones agronómicas y zootécnicas y una sociedad de producción de energía (energía de los grandes lagos).  Asimismo, los países signatarios convinieron en aplicar preferencias comerciales recíprocas y establecieron la lista de productos que reunían las condiciones requeridas para acogerse a ese trato.  Tras las crisis padecidas por los tres países, la CEPGL se convirtió en una entidad inoperante.  En consecuencia, los países signatarios, incluida la RDC, no han podido aplicar el trato preferencial pertinente.

f)
Relaciones con la Unión Europea (UE)
48. La RDC goza de acceso preferencial al mercado de la Unión Europea en virtud del Sistema Generalizado de Preferencias (SGP) así como del régimen especial a favor de los PMA, que disfrutan del acceso libre de derechos y de contingentes al mercado comunitario al amparo de la iniciativa "Todo menos armas".

49. La RDC forma parte de los 79 países ACP con los que la Unión Europea ha concertado el acuerdo firmado el 23 de junio de 2000 en Cotonou (Benin)
, en sustitución del Convenio de Lomé.  El Acuerdo de Cotonou debía abarcar el período que finalizará en 2020.  Las disposiciones comerciales son uno de los mecanismos de cooperación entre los países ACP y la UE.  Ésta había admitido en régimen de franquicia los productos no agrícolas y la mayor parte de los productos agrícolas transformados originarios de 78 países ACP (excluida Sudáfrica) sin reciprocidad, hasta el 31 de diciembre de 2007.
  La ayuda para el desarrollo se financia con el Fondo Europeo de Desarrollo (FED), complementado por las iniciativas bilaterales de los países miembros de la UE.

50. El Acuerdo de Cotonou previó la negociación de acuerdos de asociación económica compatibles con las normas de la OMC.  Esos acuerdos debían suceder a las disposiciones comerciales del Acuerdo de Cotonou a partir del 1º de enero de 2008;  la RDC forma parte del grupo "África Central".  Con miras a la concertación del acuerdo de asociación económica, el África Central y la Unión Europea concertaron, el 24 de enero de 2003, un acuerdo sobre el Documento de estrategia de cooperación regional para el período 2003-2007.  Firmado en 2005, el Convenio de financiación del Programa de apoyo a la integración regional del África Central está destinado al refuerzo de las capacidades de negociación comercial y de las capacidades institucionales de los órganos de la región, a la consolidación de la convergencia económica, así como al refuerzo de la libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas.
  A fecha de septiembre de 2010, prosiguen las negociaciones para el acuerdo de asociación económica entre el África Central y la UE.

g)
Relaciones con los Estados Unidos de América
51. La RDC se beneficia de un acceso preferencial al mercado de los Estados Unidos en virtud del SGP así como del acceso libre de derechos de aduana para los productos que puedan acogerse a ello por su condición de PMA.  La RDC también se beneficia del acceso en franquicia de derechos de aduana para los productos que puedan acogerse a ello en el marco de la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África (AGOA).
  La RDC no ha sido candidata a la cláusula especial sobre textiles de la AGOA.
52. En 2008, la RDC ocupaba el puesto número 125 entre los interlocutores comerciales de los Estados Unidos, elevándose el total de su comercio (importaciones y exportaciones) a cerca de 400 millones de dólares EE.UU.  Las importaciones procedentes de la RDC totalizaron 266 millones de dólares EE.UU. en 2008, de las cuales las acogidas al SGP y a la AGOA fueron de unos 66 millones de dólares EE.UU.  Estos bienes, importados en el marco de acuerdos preferenciales, consistieron principalmente en productos minerales, resinas, piedras preciosas y joyas.
4) Régimen de inversiones

53. El Ministerio de Planificación es responsable de la política en materia de inversiones privadas y públicas, incluida su promoción.
  La política de la RDC en materia de inversiones tiene, entre otros, los objetivos de mejorar las infraestructuras, crear una base industrial sólida y valorizar los recursos naturales.  En 2002 se creó la Agencia Nacional de Promoción de las Inversiones (ANAPI), que depende de los Ministros del Plan y de la Cartera (recuadro II.1).

54. La mayoría de los sectores de actividad están abiertos a las inversiones, con la excepción de aquellos en que el Estado conserva el monopolio, tales como los seguros, la distribución del agua (REGIDESO) y la electricidad (S.N.EL), o en los que mantiene una presencia fuerte, como en los hidrocarburos (COHYDRO), el transporte ferroviario y fluvial así como las infraestructuras.  Estas actividades no están abiertas a la inversión privada (nacional y extranjera).  Con todo, se deben reestructurar unas sesenta empresas públicas, y el Gobierno ha comenzado a abrir el capital de algunas de ellas a la inversión privada (capítulo III 4)).

55. El nuevo Código de Inversiones
, versión simplificada y mejorada del anterior, tiene el objetivo de estimular las inversiones nacionales y extranjeras en las actividades prioritarias para el desarrollo económico del país, pero no estimula específicamente las inversiones vinculadas con las exportaciones.  En efecto, el Código de Inversiones garantiza un régimen de exenciones fiscales y facilidades de inversión para atraer el capital extranjero.  Los extranjeros a los que se autoriza invertir pueden controlar la mayoría del capital de la empresa, cualquiera que sea su naturaleza.  A estas empresas autorizadas en virtud del Código de Inversiones no les son aplicables, en principio, las limitaciones de la Ley particular sobre el comercio.
	Recuadro II.1:  Procedimientos de autorización de las inversiones

La Agencia Nacional de Promoción de las Inversiones (ANAPI) fue establecida en virtud de la Ley Nº 004/2002, de 21 de febrero de 2002, sobre el Código de Inversiones.  El decreto Nº 08/082009, de 8 de agosto de 2009, fijó sus estatutos, organización y modalidades de funcionamiento.  En sus atribuciones, la Agencia depende del Ministro del Plan y la Cartera.

La ANAPI se encarga de promover las inversiones públicas, privadas y de economía mixta.  De conformidad con la ley, debe garantizar un trato equitativo y procedimientos transparentes a los inversores tanto nacionales como extranjeros.  También debe asegurar la promoción de las inversiones en el interior del país y en el extranjero.  La ANAPI tiene, entre otras, las siguientes misiones:

-
divulgar los textos legislativos y la reglamentación fiscal y parafiscal en materia de inversiones;

-
eliminar los obstáculos o trabas administrativos con el fin de facilitar y acelerar los procedimientos;

	-
buscar y promover las inversiones nacionales o extranjeras;

-
asegurar una mejor aplicación del Código de Inversiones con el fin de atraer a los inversores;

-
velar por el respeto de los compromisos asumidos por los promotores de las inversiones;

-
informar de las oportunidades de inversión en los diferentes sectores según las regiones.

Todo inversor que desee acogerse a las ventajas previstas en el Código de Inversiones debe presentar en la ANAPI un expediente de solicitud de autorización.  El expediente debe presentarse de conformidad con un modelo preestablecido.  En tanto que "ventanilla única", la ANAPI recibe los proyectos de inversión que se han de autorizar en el marco del Código de Inversiones, procede a su instrucción y decide sobre su autorización antes de transmitir los expedientes a los Ministros del Plan y las Finanzas para que, en el marco de sus atribuciones, los aprueben (o rechacen) mediante Orden interministerial.  A fin de acogerse a las ventajas, las inversiones deben, entre otras cosas, realizarse en el seno de una entidad constituida conforme al derecho congoleño;  ser 200.000 dólares EE.UU. como máximo, y ser de naturaleza que garantice una tasa de valor añadido superior o igual al 35%.  La ANAPI también puede emitir dictámenes técnicos sobre los proyectos de inversiones que deban realizarse en los sectores sujetos a una legislación específica.

El nuevo Código de Inversiones ha reducido a 30 días laborables (contados desde la fecha de presentación del expediente) el plazo para comunicar al inversor la decisión de autorización.  A falta de respuesta en los plazos previstos, la autorización se considera otorgada.  Toda decisión de rechazo debe estar motivada y justificar la no conformidad de la solicitud por las condiciones exigidas en el Código de Inversiones.

La ANAPI también se encarga del seguimiento (en coordinación con las administraciones competentes) de las inversiones.  Además, se la consulta en lo relativo a la retirada de la autorización de un inversor en caso de que éste no cumpla sus compromisos.  Toda retirada de autorización tiene como consecuencia someter al inversor al régimen del derecho común, privándole con ello de las ventajas otorgadas por el Código de Inversiones.

Fuente:
ANAPI, información en línea.  Consultada en:  http://www.anapi.org/.


56. El Código prevé un régimen único, el régimen general
, acompañado de disposiciones específicas para las PYME.  Excluye de su ámbito de aplicación las minas y los hidrocarburos, la banca, los seguros y los reaseguros, la defensa y el armamento, así como las actividades comerciales.  En estos sectores, las inversiones se regulan mediante leyes específicas (capítulo IV).  Se garantiza, a reserva de reciprocidad, la igualdad de trato entre inversores nacionales y extranjeros.

57. Entre las actividades reservadas a los congoleños figuran, además de las pequeñas empresas de comercio al por menor
, la artesanía, las pequeñas empresas de transporte público y los pequeños restaurantes y hoteles (menos de 10 camas).  El Código actual abandona el régimen convencional en favor de un régimen fiscal y aduanero único más estimulante.  Las ventajas se limitan principalmente a las desgravaciones fiscales.

58. Se otorgan ventajas fiscales y parafiscales para períodos variables según las regiones económicas (cuadro II.2).  Así, se concede una exoneración total de los impuestos sobre las rentas profesionales e inmobiliarias y sobre el volumen de negocios, así como de los derechos al constituirse el capital.  Estas ventajas dependen también del tipo de empresa, del número de puestos de trabajo creados, de la dinámica de formación y de promoción del personal local, así como del potencial de exportación del proyecto de inversión.  Se aplica un régimen de amortización decreciente a las inversiones en infraestructuras socioeconómicas realizadas además de los proyectos autorizados (escuelas, hospitales, infraestructuras deportivas y carreteras).  Al vencimiento de estas ventajas temporales, las empresas beneficiarias retornan al régimen de derecho común.

Cuadro II.2

Identificación de las regiones económicas y duración de las ventajas otorgadas a los inversores

	Región económica A
	- Ciudad de Kinshasa
	3 años

	Región económica B
	- Provincia del Bajo Congo
	4 años

	
	- Ciudad de Lubumbashi
	

	
	- Ciudad de Likasi
	

	
	- Ciudad de Kolwesi
	

	Región económica C
	- Provincia de Bandundu
	5 años

	
	- Provincia del Ecuador
	

	
	- Provincia de Kasaï Occidental
	

	
	- Provincia de Kasaï Oriental
	

	
	- Provincia de Maniema
	

	
	- Provincia Kivu del Norte
	

	
	- Provincia de Kivu del Sur
	

	
	- Provincia Oriental
	

	
	- Provincia de Katenga
	


Fuente:
Informaciones proporcionadas por las autoridades de la República Democrática del Congo.

59. Las ventajas aduaneras consisten en la exoneración de derechos e impuestos de importación aplicados a las máquinas, las herramientas y las materiales nuevos, y las piezas de repuesto de primera dotación cuyo valor no supere el 10 por ciento del valor en aduana de dichos equipos.  Se aceptan con exoneración total las importaciones de maquinaria pesada, buques y aeronaves de segunda mano;  también se exime de derechos e impuestos de exportación a la totalidad o parte de los productos acabados, elaborados o semielaborados en condiciones favorables a la balanza de pagos.  Los equipos importados y el capital acogidos al régimen de exoneración no deben salir del territorio de la RDC antes de un mínimo de cinco años.  Las importaciones exentas de derechos e impuestos están sujetas a un derecho administrativo del 5 por ciento sobre su valor c.i.f.

60. El Estado garantiza a los inversores la libertad de transferir al extranjero los ingresos obtenidos de operaciones vinculadas con la inversión realizada, de conformidad con la normativa en materia de cambio (capítulo I).  La inversión realizada en la RDC no puede ser nacionalizada ni expropiada (parcial o totalmente) por una nueva ley o decisión de la autoridad local, salvo por motivos de utilidad pública y mediante pago de indemnizaciones equitativas.  En principio, los derechos de propiedad intelectual están protegidos por la ley en la RDC (capítulo III 4) iii) v)).
  También son libremente transferibles los dividendos, las regalías, el principal y los intereses, así como las indemnizaciones por expropiación percibidas por un extranjero.

61. Las empresas que hayan recibido la autorización deben ejecutar el programa según lo descrito y en los plazos determinados por la Orden, llevar una contabilidad conforme con el plan contable congoleño, facilitar un informe de seguimiento de la realización de la inversión y aceptar los controles de la administración competente.  Además, deben asegurar la formación y la promoción del personal nacional y respetar la normativa sobre protección del medio ambiente y conservación de la naturaleza.

62. En lo posible, las controversias se solucionan de manera amistosa en un plazo de tres meses.  En caso contrario, serán zanjadas por el CIADI (Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones)
, o mediante arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional de París.

63. La RDC es miembro del Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (OMGI), que ofrece a las nuevas inversiones extranjeras un seguro contra el riesgo de expropiación, de guerra civil y de pérdidas por los tipos de cambio.  En la actualidad se están celebrando negociaciones con la RDC para ampliar la cobertura ofrecida por el OMGI a otros sectores.  La RDC también es miembro de la Agencia Africana de Seguros del Comercio, que garantiza las inversiones contra todo tipo de riesgos, incluidos los comerciales.

64. La RDC está en proceso de adherirse a la Organización para la Armonización del Derecho Mercantil en África (OHADA).
  Con el correspondiente tratado se debería favorecer la seguridad jurídica al dotar a las partes de un derecho mercantil idéntico, sencillo y moderno.  Con él se ponen en marcha mecanismos judiciales adecuados en materia de solución de litigios comerciales.

65. La RDC ha suscrito tratados bilaterales sobre inversiones con los Estados Unidos, Alemania, Francia, Bélgica, Italia, la República de Corea, Sudáfrica y China.  En 2009 aún se estaban celebrando negociaciones bilaterales con el Líbano, Côte-d'Ivoire y Burkina Faso.

66. La RDC está tratando de mejorar el entorno de las actividades empresariales, en concreto mediante la adhesión a la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción;  la adopción, en 2004, de la Ley de lucha contra la corrupción y la Ley sobre el blanqueo de dinero;  la agilización de los trámites para la creación de empresas;  la reducción de los gastos de matriculación en el Nuevo Registro de Comercio;  la reducción de los plazos de concesión del número de identificación nacional;  y las reducciones del costo de la autorización para construir y de los derechos proporcionales de registro de transmisiones de bienes inmuebles.  No obstante, el país no consigue todavía atraer un flujo importante de inversiones extranjeras directas a causa de ciertas insuficiencias, por ejemplo la degradación de su entorno económico y la escasa transparencia del entorno de la actividad empresarial.  Los investigadores extranjeros se topan reiteradamente con problemas como el desarrollo insuficiente de las infraestructuras, lo limitado del acceso al crédito
, la corrupción, lo engorroso de los procedimientos administrativos y los costos excesivamente elevados de dichos procedimientos (por ejemplo, el alto costo y los largos plazos que conlleva la obtención del número de identificación nacional, la inscripción en el registro de comercio y las declaraciones ante la Inspección del Trabajo y la Oficina Nacional de Empleo).

67. En 2008, la RDC figuraba en el puesto número 171 entre los 180 países del Índice de Percepción de la Corrupción de Transparency International, y en el puesto número 182 entre 183 países según la clasificación de la publicación Doing Business 2010 sobre la facilidad para hacer negocios.
  El Gobierno ha emprendido una reforma del marco legislativo para mejorar el entorno de la actividad empresarial y favorecer las inversiones privadas, sobre todo en sectores con potencial de desarrollo como la minería, la explotación forestal, la agricultura y las infraestructuras.
� Acuerdo Global e Inclusivo firmado en Pretoria (Sudáfrica) el 17 de diciembre de 2002.


� Tras haber sido adoptada por la Asamblea Nacional el 13 de mayo de 2005 y aprobada en referéndum los días 18 y 19 de diciembre de 2005.


� A mediados de 2005, el Parlamento aprobó la prórroga del período de transición por un año, aplazando las elecciones al año 2006.


� Ordenanza Nº 10/025, de 19 de febrero de 2010, por la que se nombran viceprimeros ministros, ministros y viceministros.


� Artículo 215 de la Constitución.


� Artículo 149 de la Constitución.


� Ley Nº 06/020 de octubre de 2006 sobre el estatuto de la magistratura.


� La Ley orgánica Nº 08/013, de 5 de agosto de 2008, establece su organización y funcionamiento.


� Ley Nº 002/2001, de 3 de julio de 2001, sobre la creación, la organización y el funcionamiento de los tribunales de comercio.


� El 31 de julio de 2008 el Presidente de la República promulgó la Ley Nº 08/012 sobre los principios fundamentales relativos a la libre administración de las provincias.


� Según el artículo 226, título VIII de la Constitución, que contiene las disposiciones transitorias y finales.


� En 2009, el Banco Mundial juzgó prematura la nueva división administrativa, pues en Kinshasa las competencias y los recursos presupuestarios siguen estando muy centralizados por el poder central.  Aún falta un marco jurídico apropiado para la gestión de las finanzas públicas y la función pública provincial.  El Banco Mundial sugiere esperar a 2011 para efectuar la división del país, de forma que coincida con las elecciones legislativas y municipales y evitar así la existencia de legislaturas a dos velocidades.


� Artículo 3 de la Constitución.


� Artículos 202 y siguientes de la Constitución.


� Aunque inicialmente previsto para 2006-2008, el período de validez del Documento fue prorrogado hasta 2010.


� L'Avenir, "Gouvernement et ses partenaires:  vers la validation de l'étude diagnostique d'intégration du commerce en RDC", 11 de febrero de 2010.  Consultado en:  http://www.digitalcongo.net/article/64528.


� El PEG2, elaborado en colaboración con el Servicio para el Crecimiento y la Lucha contra la Pobreza (SCLP) del FMI en el marco del DECLP, fue aprobado el 11 de diciembre de 2009 y abarca el período comprendido entre julio de 2009 y junio de 2012.


� Se trata de las infraestructuras, la sanidad y la educación, el agua y la electricidad, la vivienda y el empleo.


� Discurso del Presidente de la República sobre el estado de la nación pronunciado el 8 de diciembre de 2009.


� Estado de la formulación y la aplicación de la política comercial en la RDC, Ministerio de Economía Nacional y Comercio, mayo de 2009.


� El EDIC, que las autoridades iniciaron en enero de 2009, fue validado el 13 de julio de 2010.


� El Acuerdo de Marrakech por el que se establece la OMC fue ratificado mediante decreto Nº 5/194 de 26 de septiembre de 1995.


� Documentos G/LIC/N/3/COD/1 y G/LIC/N/1/COD/1 de la OMC, de 18 de octubre de 2006 y de 20 de octubre de 2006, respectivamente.


� Documento G/TBT/2/Add.79 de la OMC, de 15 de julio de 2004.


� Documento G/RO/N/48 de la OMC, de 8 de noviembre de 2006.


� Documento G/MA/NTM/QR/1/Add.11 de la OMC, de 11 de abril de 2008.


� Documento G/PSI/N/1/Add.11 de la OMC, de 24 de junio de 2008.


� Documentos G/ADP/N/139/Add.1/Rev.1 y G/ADP/N/145/Add.1 de la OMC, de 18 de octubre de 2006.


� Documentos de l'OMC WT/MIN(99)/ST/154, de 2 de diciembre de 1999;  WT/MIN(03)/ST/133, de 13 de septiembe de 2003;  WT/MIN(05)/ST/101, de 16 de diciembre de 2005;  y WT/MIN(09)/ST/133, de 28 de enero de 2010.


� La Carta por la que se constituyó la OUA fue firmada el 25 de mayo de 1963.  El Acta Constitutiva de la Unión Africana fue adoptada en la cumbre de la Organización de la Unidad Africana (OUA) celebrada en julio de 2000 en Lomé (Togo).  La Unión Africana, que sustituye a la OUA, fue proclamada el 11 de julio de 2001 en Lusaka, Zambia, tras la ratificación de la Constitución por más de 44 de los 53 Estados miembros de la OUA.  La cumbre de Durban, celebrada el 9 de julio de 2002, marcó el comienzo de la Unión Africana.


� Información en línea de la NEPAD.  Consultado en:  http://www.nepad.org.


� Comisión Europea, comunicado de prensa IP/06/986, de 13 de julio de 2006.  Consultado en:  http://europa.eu/rapid/pressReleasesAction.do?reference=IP/06/986&format=HTML&aged=1&language=EN&guiLanguage=fr.


� La CEEAC reúne a 11 países:  Angola, Camerún, Chad, Congo, Gabón, Guinea Ecuatorial, República Centroafricana y Santo Tomé y Príncipe;  y los tres miembros de la Comunidad Económica de los Países de los Grandes Lagos (CEPGL) - Burundi, la República Democrática del Congo y Rwanda.


� Decisión N° 001Y/FEV/25/1999, de 25 de febrero de 1999, por la que se crea el "Consejo de Paz, Seguridad y Estabilidad del África Central" (COPAX).


� Decisión N° 03/CEEAC/CCEG/XI/04.


� El tratado por el que se establece el COMESA se firmó el 5 de noviembre de 1993 en Kampala (Uganda) y fue ratificado el 8 de diciembre de 1994 en Lilongwe (Malawi).  El COMESA reúne a 19 países:  Burundi, las Comoras, la RDC, Djibouti, Egipto, Eritrea, Etiopía, Kenya, Libia, Madagascar, Malawi, Mauricio, Rwanda, las Seychelles, Sudán, Swazilandia, Uganda, Zambia y Zimbabwe.


� COMESA (2007).


� Documento WT/COMTD/N/3 de la OMC, de 29 de junio de 1995.


� El COMESA se formó en 1994 para suceder a la Zona de Comercio Preferencial.  La reducción arancelaria comenzó en 1984 en el marco de la Zona, pero se aceleró con la formación del COMESA.


� En la actualidad el Banco PTA tiene 19 accionistas, 14 de los cuales son Estados miembros del COMESA:  Burundi, Comoras, Djibouti, Egipto, Eritrea, Etiopía, Kenya, Malawi, Mauricio, Rwanda, Seychelles, Sudán, Uganda, Zambia y Zimbabwe.  No son accionistas del COMESA el Banco Africano de Desarrollo (inversor institucional), China, Somalia y Tanzanía.


� La ATI también está abierta a los Estados miembros de la Unión Africana.  En la actualidad cuenta con 11 miembros:  Burundi, Kenya, Malawi, Rwanda, Tanzanía, Uganda y Zambia (miembros fundadores);  y Djibouti, Eritrea, Madagascar y la República Democrática del Congo.  Sólo Tanzanía no forma parte del COMESA.


� Angola, Botswana, Lesotho, Madagascar, Malawi, Mauricio, Mozambique, Namibia, República Democrática del Congo, Sudáfrica, Swazilandia, Tanzanía, Zambia y Zimbabwe.


� La República Democrática del Congo aún no había ratificado el protocolo a finales de 2009.


� La zona de libre comercio se puso en marcha en 2008, en el curso de la 28ª Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de la SADC.  Sitio Web de la presidencia de la RDC.  Consultado en:  http://www.presidentrdc.cd/actupdt190808.html.


� Los productos incluidos en las categorías A y B abarcan aproximadamente el 85 por ciento de los productos comercializados entre los miembros de la SADC.


� Documentos de la OMC WT/REG176/N/1/Rev.1, de 27 de agosto de 2004;  WT/REG176/1, de 8 de octubre de 2004;  y WT/REG176/Rev.1, de 19 de noviembre de 2004.


� Apéndice I del anexo II del Protocolo Comercial de la SADC, en su forma enmendada.


� Artículo 32 del Tratado, modificado.


� Reglamento (CE) Nº 732/2008 del Consejo, de 22 de julio de 2008, por el que se aplica un sistema de preferencias arancelarias generalizadas para el período del 1º de enero de 2009 al 31 de diciembre de 2011.  Modificado por el Reglamento (UE) Nº 1236/2009 de la Comisión, de 10 de diciembre de 2009.


� Información en línea de Europa, "Accord de Cotonou".  Consultado en:  http://europa.eu/legislation_summaries/development/african_caribbean_pacific_states/r12101_fr.htm.


� Los Miembros de la OMC habían concedido una exención de las obligaciones de la UE con arreglo al párrafo 1 del artículo I del GATT de 1994 (relativo al trato NMF) para el período comprendido entre el 1º de marzo de 2000 y el 31 de diciembre de 2007 (documento WT/MIN(01)/15 de la OMC, de 14 de noviembre de 2001).


� Commission européenne - Programmes de coopération extérieure (EuropeAid).  Consultado en:  http://ec.europa.eu/europeaid/where/acp/country-cooperation/congo-democratic-republic/congo_fr.htm.


� La RDC podía acogerse a la AGOA desde el 31 de diciembre de 2002, pero el trato preferencial entró en vigor el 31 de octubre de 2003.


� Según la ordenanza Nº 08/074, de 24 de diciembre de 2008, por la que se fijan las atribuciones de los ministerios.


� Varias leyes de julio de 2008 (véase el cuadro II.1) tratan de la transformación de las empresas públicas y de la desinversión estatal.


� Ley Nº 004/2002, de 21 de febrero de 2002, sobre el Código de Inversiones.


� Para poder acogerse al régimen general, los inversores deben ser una entidad económica de derecho congoleño, respetar el medio ambiente y la naturaleza, impartir formación al personal nacional, garantizar una tasa de valor añadido de al menos el 35 por ciento e invertir como mínimo 200.000 dólares EE.UU.


� Las pequeñas empresas siguen estando sujetas a los decretos Nº 79-021, de 2 de agosto de 1979, y Nº 90-046, de 8 agosto de 1990, que prohíben el acceso de los inversores extranjeros al comercio detallista.  Sin embargo, en la práctica los inversores extranjeros están presentes en todas las actividades.


� El país es signatario de varios acuerdos internacionales de la OMPI, del Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, que protege las marcas registradas y la propiedad industrial.  La RDC también es miembro del Convenio de Berna, que protege los derechos de autor y los derechos sobre obras literarias.


� El Convenio CIADI versa sobre los litigios relacionados con las inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados, y fue ratificado por la RDC el 29 de abril de 1970.


� El 21 de febrero de 2010 se promulgó la Ley Nº 10/002 por la que se autoriza esta adhesión.  Consultado en:  http://www.presidentrdc.cd/actupdt120210.html.


� El crédito sigue siendo una práctica poco extendida y con frecuencia se exige el pago de la totalidad de la cuantía en el momento del encargo.


� Transparency International (2009) y Banco Mundial (2010).





